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La Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por los demandantes en contra de las sentencias del 24 de agosto de 1999 y del 20 de febrero de 2001 proferidas por el Tribunal Administrativo del Meta, en el curso de dos procesos acumulados en segunda instancia, mediante las cuales se denegaron las pretensiones de la demanda.

SÍNTESIS DEL CASO

Los menores de edad Israel Ruíz Rodríguez y James Ortegón Vargas, se encontraban matriculados en la Escuela Internado Tres Matas, institución educativa de carácter oficial ubicada en el Departamento del Vichada. El 21 de abril de 1994, bajo órdenes del director del colegio, el señor Henry Mendoza Pantoja, los menores se trasladaron a la motobomba que surtía agua a la escuela, con el fin de cavar el nacedero de agua que se encontraba bloqueado, como consecuencia de los frecuentes derrumbes de arena ocurridos en la época invernal. Horas después, los infantes fueron encontrados en dicho lugar sin vida, bajo arena que había caído sobre ellos con ocasión de derrumbes.
ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende

1 El 14 de febrero de 1995, a través de apoderado judicial, la señora Ana Rita Rodríguez, madre del occiso Israel Ruíz Rodríguez, actuando en su propio nombre y en el de sus hijos menores de edad Robinson, Leydi Viviana, Octavio, Yenith, Alfonso, Juan y Orlando Ruíz Rodríguez, en ejercicio de la acción de reparación directa, presentó demanda en contra de “LA NACIÓN COLOMBIANA–MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL”, para que fuera declarada administrativamente responsable y condenada al pago de los perjuicios morales, los cuales estimó en 1000 gramos oro a su favor y 500 gramos oro a favor de cada uno de sus hijos (f. 20–28, c. 1, exp. 17497).

2 Igualmente, el 11 de abril de 1996, a través de apoderado judicial, la señora Guillermina Vargas, madre del occiso James Ortegón Vargas, actuando en su propio nombre y en el de sus hijos menores de edad Huver Yovany, Yirley Esperanza, Yenny Consuelo, Dumar Arbey Ortegón Vargas, Maria Elcy y Arnulfo Melo Vargas, en ejercicio de la acción de reparación directa, presentó demanda en contra de “LA NACIÓN COLOMBIANA–MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL”, para que fuera declarada administrativamente responsable y condenada al pago de los perjuicios morales, los cuales estimó en 1000 gramos oro a su favor y 500 gramos oro a favor de cada uno de sus hijos (f. 21–30 c. 1, exp. 20544).

3 En los escritos de demanda se afirma que hay responsabilidad del Estado a puesto que están acreditados el daño y el perjuicio, la falla de la administración y el nexo de causalidad. En relación con la falla se indica que “los trabajos a que fueron sometidos los menores por parte del profesor, hace presumir la falta de idoneidad, ética y pedagógica, del señor Henry Mendoza Pantoja, como agente del estado, y, en consecuencia, es latente la falla del servicio educativo” (f. 24, c. 1, exp. 20544).
III. Trámite procesal

4 Dentro del expediente 17497, la entidad estatal se opuso a las pretensiones de la demanda, quien por intermedio de apoderado judicial, dio respuesta argumentando que “por tratarse de un internado en una zona rural, (sic) los alumnos allí se les enseña desde los primeros años el manejo del campo, y es probable que en determinado momento les toque realizar prácticas referentes a esa actividad”, y agregó que el accidente del menor es atribuible a “un caso fortuito imposible de evitar”. Así mismo, al referirse a los hechos, la entidad demandada negó la falla del servicio y alegó imprudencia de los menores, “pues fueron advertidos por Pedro Gordillo de lo pesado de la labor que se dirigían a realizar” (f. 41-44, c. 1, exp. 17497).

5 Dentro del expediente 20544, la entidad demandada señaló que se oponía a la demanda por cuanto “no existe falla del servicio” ya que “la muerte súbita de estos menores fue debido al sepultamiento por un alud de tierra, es decir por un hecho de la naturaleza que no se puede detener”. Manifestó también que se atenía a las pruebas aportadas al proceso (f. 43-44, c. 1, exp. 20544).
6 El señor Henry Mendoza Pantoja –docente llamado en garantía a solicitud del Ministerio Público–, se opuso a todas las pretensiones mediante la excepción que denominó ausencia de nexo causal (f. 81-90, c. 1, exp. 17497).
7 El 24 de agosto de 1999 y el 20 de febrero de 2001, el Tribunal Administrativo del Meta profirió las sentencias objeto de impugnación y concluyó que en el caso concreto la entidad demandada no tenía relación alguna con el asunto materia de examen, pues el agente cuya culpa se alega es un docente vinculado a la Secretaría de Educación del departamento del Vichada y no al Ministerio de Educación Nacional, por lo que no había legitimación en la causa por pasiva; deducción a la cual llega el Tribunal por la interpretación dada al certificado laboral allegado al proceso, el cual expresa que el docente presta sus servicios a la Secretaría de Educación desde el 17 de mayo de 1988. En este sentido, en la sentencia del 20 de febrero se manifiesta que “se trataba en consecuencia de un docente nacionalizado, es decir, que el Ministerio de Educación Nacional a través del departamento del Vichada le pagaba su salario, pero en ningún caso realizaba la designación del mismo” (f. 279-291, c. ppl., exp. 17497 y f. 142-155, c. ppl., exp. 20544).
8 Los recursos de apelación interpuestos en tiempo por los demandantes, cuyo contenido corresponde a idéntica redacción, se sustentaron sobre los siguientes argumentos: “el educador Henry Mendoza Pantoja, pertenece al sector oficial nacional–Ministerio de Educación Nacional, cuya conducta omisiva como quedó probado dentro del plenario (sic) actuó como agente de éste y de contera es la Nación quien debe responder y no la entidad territorial (departamento del Vichada) como argumenta el Tribunal de Instancia en su sentencia”. Así mismo basó los argumentos anteriores en el contenido de “la Ley 43 de 1975 mediante la cual el Ministerio de Educación Nacional asumió la totalidad de la prestación del servicio de educación primaria oficial por conducto de las secretarías de educación y las juntas administradoras de los fondos educativos regionales (FER)” (folios 164–177, cuaderno principal). En este sentido, los recurrentes construyen la argumentación del recurso de apelación con base en la vinculación del docente Henry Mendoza Pantoja, el cual, a juicio de los actores es de carácter nacional y no departamental, por cuanto para la época, el servicio de educación se encontraba nacionalizado (f. 164-177, c. ppl., exp. 20544; f. 301-312, c. ppl., exp. 17497).
9 Mediante auto de 20 de septiembre de 2001 proferido por esta Corporación, se decretó la acumulación del expediente 20544 al expediente 17497, solicitada por la parte actora (f. 325-326, c. ppl.).
CONSIDERACIONES

I. Competencia

10 El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto y debidamente sustentado por la parte demandante, en un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa, con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que, conforme al Decreto 597 de 1988 –aplicable en el sub examine–, la cuantía exigida en 1995 era de $9.610.000 y en este caso los supuestos perjuicios morales sufridos por las señoras Ana Rita Rodríguez y Guillermina Vargas –los cuales ascienden a 1000 gramos oro para cada una– equivalían a la fecha de presentación de la demanda, 14 de febrero de 1995, a $10´718 960.

11 No obstante, se advierte que la Sala carece de competencia material para conocer del llamamiento en garantía del docente Henry Mendoza Pantoja, como quiera que los argumentos esgrimidos en la sentencia de primera instancia y en el recurso de apelación no hacen alusión alguna al llamamiento en garantía del profesor, solicitado por el Ministerio Público –párrafo 7–; en consecuencia, no resulta congruente ni pertinente analizar su situación. En este mismo sentido, la Corporación ha manifestado lo siguiente:
Al respecto conviene recordar que mediante el recurso de apelación se ejerce el derecho de impugnación contra una determinada decisión judicial –en este caso la que contiene una sentencia–, por lo cual corresponde al recurrente confrontar los argumentos que el juez de primera instancia consideró para tomar su decisión, con sus propias consideraciones, para efectos de solicitarle al juez de superior jerarquía funcional que decida sobre los puntos o asuntos que se plantean ante la segunda instancia. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la parte inicial del artículo 357 del C. de P. C. En este orden de ideas, resulta claro que para el juez de segunda instancia su marco fundamental de competencia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente, se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el principio dispositivo, razón por la cual la jurisprudencia nacional ha sostenido que “las pretensiones del recurrente y su voluntad de interponer el recurso, condicionan la competencia del juez que conoce del mismo. Lo que el procesado estime lesivo de sus derechos, constituye el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver el ad quem: ‘tantum devolutum quantum appellatum
. 

II. Hechos probados

12. Se allegaron, en copia auténtica y en original, declaraciones rendidas ante el Inspector de Policía de Tres Matas (Vichada) –respecto de las cuales más adelante se harán los comentarios correspondientes– en virtud de la investigación preliminar adelantada por la autoridad en cumplimiento de funciones de policía judicial
. Dichas declaraciones fueron aportadas con la demanda para ser aducidas en contra de la entidad pública accionada, quien manifestó que se atenía a “todas las pruebas aportadas en el curso del proceso” en su escrito de contestación (f. 43–44, c. 1).
12.1 Respecto a las declaraciones extrajuicio, como una de las modalidades de pruebas anticipadas, la jurisprudencia de la Corporación ha sostenido lo siguiente:
(…) las declaraciones extrajuicio ante juez, notario o alcalde (una de las modalidades de pruebas anticipadas), son restringidas por la ley como medio de prueba en actuaciones judiciales a dos situaciones: I) cuando la persona que declara está enferma y, II) cuando la declaración tenga como objeto servir de prueba sumaria en determinado asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba (artículos 298 y 299 del C. P. C).  Y como ninguno de estos supuestos de ley se dio en este caso, aunado al hecho de que tales declaraciones no fueron ratificadas en este proceso ni practicadas con audiencia de parte, las mismas no podrán valorarse
.

12.2 La Sala observa que tales declaraciones, en el presente caso, efectivamente carecen de los requerimientos necesarios para ser valoradas y tenidas en cuenta como prueba testimonial, por cuánto no se configura ninguna de las situaciones previstas positivamente, como se indicó en el pronunciamiento trascrito, ya que los presupuestos legales para la validez ad probationem de esa clase de declaraciones recaudadas extrajudicialmente son estrictamente imprescindibles y de carácter excepcional, por ende, concederles un valor demostrativo del que están desprovistas resultaría contrario a los preceptos procesales de orden público aplicables (artículos 298 y 299 del C. P. C).
12.3 No obstante, sin detrimento de la anterior conclusión, que precisa la razón por la cual esas declaraciones juradas no pueden ser apreciadas como prueba  testimonial, de otro lado, al observar su forma y el factor subjetivo de sus creadores, de todos modos, debe indicarse que las actas que las contienen, por haber sido producidas o recaudadas por la autoridad de policía referida, es decir con la participación y ante funcionario público, sí tienen indubitablemente el carácter de documentos y específicamente de índole público, que se sometieron al escrutinio en el proceso desde que fueron allegados al plenario, junto a la demanda de la que se dio el correspondiente traslado y por tanto es evidente que se les dio la publicidad requerida en el litigio. Estos documentos quedaron a discreción de la parte pasiva para ser controvertidos, con el fin de que ésta pudiera ejercitar la contradicción pertinente de los mismos, de su contenido o rebatir la forma como fueron recogidos.

12.4 Al respecto, se destaca que la parte demandada no pronunció oposición al eventual contenido demostrativo que ellas pudieran tener, y además expresamente manifestó que se atenía a las pruebas aportadas al proceso, al contestar la demanda, momento en el cual tenía el traslado y por ende conocía el contenido de las declaraciones.

12.5 Esta Sección ha dejado sentado de forma clara en otras ocasiones, que cuando el traslado de pruebas, practicadas en otro proceso, es solicitado por o con la anuencia de ambas partes, tales pruebas pueden ser valoradas en el proceso contencioso administrativo, aunque hayan sido practicadas sin citación o intervención de alguna de ellas en el proceso original y aunque no estén ratificadas ante esta jurisdicción, pues en tales casos resultaría contrario a la lealtad procesal que una parte manifieste atenerse a las pruebas que forman parte del acervo probatorio y que posteriormente, por considerarlas contrarias a sus intereses, invoque formalidades legales para su desestimación
, cuestión que en el caso concreto no ha ocurrido puesto que en ninguna oportunidad la entidad estatal demandada ha cuestionado la validez de las pruebas. 
12.6 Así las cosas, se debe conceder a tales declaraciones el carácter de prueba documental y mal haría la Sala, con un formalismo contrario a la preponderancia del derecho material sobre el adjetivo, si no tomara en cuenta para dictar su decisión, dichas actas que son, claramente, documentos aportados oportuna y en debida forma y cuyo contenido tuvo la oportunidad de ser controvertido, que si bien no son prueba testimonial sí constituyen así prueba documental y por consiguiente, deben valorarse como pruebas tales, teniendo en cuenta que dan fe de que las personas referidas en su cuerpo se pronunciaron y declararon lo que en ellos se aparece consignado.

12.7 Y en materia de pruebas documentales tenemos que, una manera de clasificarlas, indica que ellas pueden ser de carácter declarativo o constitutivo, de suerte que en este caso las actas respectivas, en las que básicamente se recogen las manifestaciones rendidas ante un funcionario público por diversas personas, será apreciable el contenido de las mismas resaltando la coincidencia de lo que los creadores de ellas expresaron, en el sentido que confirman lo que habría ocurrido respecto de las circunstancias en las que perdieron la vida las víctimas, cuyo deceso motivó la demanda en cuestión y, resultan armónicas en su expresión con lo que se encuentra adelante sobre lo sucedido, que daría cuenta de una situación de descuido o confiada conducta de los responsables de los menores en el desarrollo de una tarea que les fue impuesta sin las precauciones que el caso requería y al margen de su labor académica como miembros de la comunidad estudiantil.

12.8 Por otro lado, el testimonio del señor Luis Alejandro Velásquez fue practicado en cumplimiento de los despachos comisorios emitidos por el Tribunal Administrativo del Meta a la Inspección de Policía de Tres Matas-Vichada, (folios 56; 88-89, cuaderno 1, expediente 20544) y por eso su declaración fue obtenida, mientras la parte pasiva tuvo la oportunidad de intervenir en su práctica y de contera su contenido, conocido por ella, se entiende controvertido, en las oportunidades procesales debidas, ya que entonces contó con la ocasión de ejercer el derecho de contradicción, durante el correspondiente debate probatorio
, lo que conduce a que ella deba y en consecuencia, será valorada por la Sala.
12.9 De otro lado, en el expediente obra copia auténtica del proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría Departamental del Vichada en el cual se resolvió “abstenerse de proferir pliego de cargos” contra el docente Henry Mendoza, quien a su vez, solicitó la remisión del expediente en mención en el escrito de contestación al llamamiento en garantía formulado por la mencionada entidad. Sin embargo, el traslado de algunos medios probatorios obrantes en el referido expediente no cumple con los requisitos previstos en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil por cuanto las pruebas testimoniales que sirvieron de base a la decisión de fondo adoptada en el proceso disciplinario no se practicaron a petición de la parte contra quien se aduce ni con audiencia de ella
, quien no manifestó atenerse a las pruebas aportadas al proceso. Por tanto, de dicho expediente solo podrán valorarse las pruebas documentales, dado que en relación con ellas se ha cumplido el principio de contradicción, por cuanto han estado dentro de este proceso a disposición de la parte contra la cual se oponen, sin que le hayan merecido réplica alguna. En cambio, no puede concluirse lo mismo respecto de los testimonios, ya que no fueron ratificados. 

13 En consecuencia, de conformidad con las pruebas incorporadas al expediente que se encuentran en estado de valoración en cuanto fueron allegadas de conformidad con las prescripciones legales, los hechos relevantes demostrados que dan lugar a la presente actuación se pueden resumir de la siguiente forma:

13.1 El 21 de abril de 1994, los menores de edad Israel Ruíz y James Ortegón de 10 y 11 años respectivamente, alumnos de la escuela pública Internado Tres Matas, institución educativa oficial, fueron enviados por el director del colegio, el docente Henry Mendoza Pantoja, a una motobomba ubicada en cercanías de la escuela y que le surte agua, con el fin de que los menores colaboraran en su mantenimiento (certificación expedida por el secretario de educación y cultura, aportado en original, donde consta lo siguiente: “La Escuela Internado de Tres Matas es un establecimiento educativo de carácter oficial, y mantenida su planta física así como los docentes que allí laboran con dineros del Gobierno Nacional, Ministerio de Educación Nacional” –folio 209, cuaderno1, expediente 17497 y folio 63, cuaderno 1, expediente 20544​-; copia auténtica de las declaraciones rendidas bajo la gravedad de juramento por el menor Rafael Álvarez, compañero de colegio de los menores fallecidos – folio 17, cuaderno 1, expediente 17497-; el señor Samuel Ruíz, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba – folios 90 a 91 cuaderno 1, expediente 20544-; el señor Astrides Valencia, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba – folios 95 a 96, cuaderno 1, expediente 20544; y el testimonio del señor Luis Alejandro Velásquez – folios 88 a 89, cuaderno 1, expediente 20544 )
13.2 Los miembros del personal encargado del mantenimiento de la motobomba, entre los cuales había estudiantes, advirtieron a los menores que se devolvieran a la escuela por cuanto el trabajo requerido debía ser desempeñado por mayores de edad (documento en el cual consta la declaración rendida bajo la gravedad de juramento por el señor Astrides Valencia, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba – folios 13-15, cuaderno 1, expediente 20544; documento en el cual consta la declaración rendida bajo la gravedad de juramento por el señor Astrides Valencia - folios 13-15, cuaderno 1, expediente 20544, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba). El señor Samuel Ruíz señaló: “al yo ver la corta edad (sic) de estos niños le expuse al señor inspector que estaba en ese momento con nosotros que era mejor que se devolvieran para la escuela por lo pequeños que estaban para esa labor” (documento en el cual consta la declaración rendida, bajo la gravedad de juramento ante la inspección de policía del sector, por el señor Samuel Ruíz, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba -folios 16-17, cuaderno 1, expediente 20544). Sin embargo, ninguna de las personas interrogadas en el proceso sabe el rumbo que cogieron los alumnos después de haber sido devueltos a la escuela.

13.3 Horas más tarde fueron encontrados los cadáveres de los niños, enterrados en un depósito de arena, cerca de la motobomba (declaración rendida bajo la gravedad de juramento por el señor Luis Alejandro Velásquez, uno de los encargados de la labor de mantenimiento de la motobomba – folio 88, cuaderno 1, expediente 20544).

13.4 Los menores Israel Ruíz y James Ortegón fallecieron el 21 de abril de 1994, en el municipio de Puerto Carreño, Vichada, al haber quedado “SEPULTADOS POR ARENA - NO HUBO NECROPSIA”, “posiblemente asfixiados por arena” (registros civiles de defunción, aportados en original -folio 7, cuaderno 1, expediente 17497; folios 8-12, cuaderno 1, expediente 20544; y acta de levantamiento de cadáver, allegada en copia auténtica, en la cual se manifestó que los cuerpos se encontraron “en un despeñadero o mina de arena, debajo de aproximadamente ochenta centímetros de arena completamente cubiertos por este material” -folio 9, cuaderno 1).
III. Problemas jurídicos

14 Se advierten dos problemas jurídicos en el asunto sub judice: (i) es preciso que la Sala determine si la Nación – Ministerio de Educación, demandada en esta litis, se encuentra legitimada por pasiva para ser llamada a responder por las súplicas impetradas; (ii) se debe establecer si hubo falla del servicio imputable a la entidad demandada con ocasión de la muerte de dos menores de edad que se encontraban acatando órdenes impartidas por el rector de la “Escuela Nueva Internado Tres Matas” por fuera de la institución educativa y, por tanto, corresponde a la Sala decidir si en el caso en concreto se hallan presentes los elementos constitutivos de la responsabilidad del Estado para hacer las declaraciones y condenas correspondientes.

IV. Análisis de la Sala

15 Para determinar si el Ministerio de Educación Nacional tiene legitimación pasiva en el asunto en concreto, se debe establecer si para el momento de ocurrencia de los hechos, la demandada tenía el deber de satisfacer la debida prestación del servicio de educación de forma segura y garante de todos los derechos del alumnado.

15.1 Mediante la Ley 43 de 1975 se dispuso que la educación primaria y secundaria oficial fuera un servicio público a cargo de la Nación, estableciendo una desconcentración administrativa territorial, caracterizada principalmente porque los entes territoriales actuaban como agentes de la Nación y no como entes autónomos
. 

15.2 La Constitución Política de 1991 descentralizó el servicio de educación pública en sus niveles de básica primaria y secundaria, consagrando en el artículo 356 el giro de recursos por parte de la Nación a las entidades territoriales para sufragar los gastos de los servicios de educación, mediante el situado fiscal a favor de los departamentos
. Pero para asumir la administración de los recursos del situado fiscal, los entes territoriales debían acreditar el cumplimiento de una serie de requisitos establecidos en el artículo 14 de la Ley 60 de 1993. Y así, una vez cumplidos esos requerimientos, en virtud del artículo 15 de la misma norma, las entidades territoriales recibirían, mediante acta suscrita para el efecto, los bienes, el personal, y los establecimientos que les permitirían cumplir con las funciones y las obligaciones recibidas
. Se trata, como lo ha dicho esta Corporación “de un traspaso formal, reglamentado y escrito que sella el inicio real de las competencias descentralizadas”
. 

15.3 En ese orden de ideas, el Consejo de Estado ha dicho que “la descentralización de la educación y la salud dispuesta por la Carta Política de 1991, se producirá una vez se haya agotado el proceso de transformación dirigido a ese fin; mientras tanto, corresponde a la Nación intervenir tanto en forma técnica como administrativa, en orden a la prestación adecuada de los servicios, para que no se vean afectados negativamente durante el curso de dicho proceso. En tal sentido, la Nación comparte responsabilidades con los entes territoriales, hasta que culmine el proceso de descentralización”
.

15.4 La Sala advierte que al proceso no se aportó copia de la aludida acta de traspaso entre la Nación y el departamento del Vichada; ni tampoco constancia alguna sobre la naturaleza de la institución educativa en la que sucedieron los hechos. Únicamente obra certificación expedida por el Secretario de Educación y Cultura del departamento del Vichada donde se expresa lo siguiente: “La Escuela Internado de Tres Matas es un establecimiento educativo de carácter oficial, y mantenida su planta física así como los docentes que allí laboran con dineros del Gobierno Nacional, Ministerio de Educación Nacional” (folio 63, cuaderno 1, expediente 20544). Adicionalmente, en el escrito de contestación de las demandas, el Ministerio de Educación Nacional no hace reparo alguno frente a la legitimación pasiva, lo cual, permite inferir que la acepta. 
15.5 Ahora bien, además de no ser automático e inmediato, el proceso de descentralización de la prestación del servicio educativo, no implicó una asignación excluyente y absoluta de competencias para cada uno de los niveles de la administración sino la necesidad de un trabajo coordinado y mancomunado. De esta forma se encuentra consagrado en la Constitución de 1991 cuyo artículo 288, en su inciso 2° expresa lo siguiente: “Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad”. 

15.6 Sobre la legitimación en la causa por pasiva la Sala estima que en el caso concreto no existe razón jurídica para confirmar la sentencia del juez a quo, toda vez que se deduce del acervo probatorio que el Ministerio de Educación Nacional tiene legitimación, dado que para la época en que ocurrieron los hechos, el control y vigilancia de la prestación del servicio de educación por parte de la escuela “Internado Tres Matas”, seguía en cabeza de la Nación.

16 Una vez clarificado el anterior punto, la Sala observa que de conformidad con los hechos probados, está establecido el daño padecido por la parte actora como consecuencia de la muerte de los menores, Israel Ruíz Rodríguez y James Ortegón Vargas.

17 En relación con la responsabilidad de las entidades educativas respecto de los alumnos de la educación básica primaria y secundaria, la Sala ha reiterado en diferentes providencias que existe una obligación de protección, cuidado y guarda a cargo de los establecimientos educativos, la cual surge como consecuencia de la tutela bajo la cual quedan comprendidos los estudiantes durante su permanencia en las instalaciones o con ocasión de actividades académicas, culturales o recreativas organizadas por sus directivas, dentro o fuera del centro educativo; al respecto, la Sala ha manifestado, apoyándose en el artículo 2347 del Código Civil
, lo siguiente: 

La custodia ejercida por el establecimiento educativo debe mantenerse no sólo durante el tiempo que el alumno pasa en sus instalaciones, sino también durante el que dedica a la realización de otras actividades educativas o de recreación promovidas por éste, incluyendo paseos, excursiones, viajes y demás eventos tendientes al desarrollo de programas escolares.

El deber de cuidado surge de la relación de subordinación existente entre el docente y el alumno, pues el primero, debido a la posición dominante que ostenta en razón de su autoridad, tiene no sólo el compromiso sino la responsabilidad de impedir que el segundo actúe de una forma imprudente
.

17.1 De lo anterior, se resalta que la responsabilidad de las instituciones educativas se extiende a todas las labores en las cuales se involucren los niños, por disposición de los docentes y directores, quienes además, deben velar porque sus alumnos no efectúen conductas imprudentes o que puedan causar daños a su integridad. Así lo ha establecido uniformemente esta Corporación, y al respecto ha dicho lo siguiente:

Los establecimientos educativos tienen la obligación de desplegar precisas y eficientes labores de vigilancia y de control respecto de las distintas actividades que desarrollen y con ocasión de las cuales los alumnos se encuentren encomendados a su custodia, dentro o fuera de las instalaciones del plantel educativo, de manera que no corra riesgo o se pueda ver comprometida la integridad física o síquica de los estudiantes. La inobservancia del anotado deber de custodia y cuidado por parte del personal a cargo del establecimiento educativo, en la medida en que supone el desconocimiento del contenido obligacional a cargo de éste, constituye una falla en el servicio
.

17.2 Como los colegios adquieren una posición de garante frente a sus alumnos, la inobservancia de la obligación de cuidado por parte de los docentes, al ser constitutiva de una falla en el servicio, origina responsabilidad de los centros educativos como consecuencia de los daños que puedan sufrir los menores. Igualmente así lo ha sostenido la Sala: 

El deber de vigilancia de los centros educativos por los daños que causen o puedan sufrir los alumnos, es inversamente proporcional a su edad, es decir, es mayor frente a alumnos menores. Así, las entidades educativas deben responder por los daños que se generen como consecuencia de los riesgos que ellas mismas creen en el ejercicio de las actividades y órdenes impartidas por la institución, sin que le sea exigible a los alumnos y padres asumir una actitud prevenida frente a esas eventualidades, en razón de la confianza que debe animar las relaciones entre educandos, directores y docente
. 
17.3 Esta confianza se encuentra basada en la obligación que le asiste a los educadores de rodear a sus alumnos de todas las medidas de seguridad preventivas o paliativas que sean necesarias para evitar ponerlos en riesgos, por lo que los docentes deben estar atentos a cualquier eventualidad con el fin de advertir peligros o de prohibir actividades que excedan las capacidades de los niños y que puedan comprometer su integridad física o síquica. 

18 Atendiendo a lo expuesto, en el caso concreto se puede concluir que del acervo probatorio deriva una falla del servicio constituida por la conducta del agente estatal –el docente Henry Mendoza-, quien sometió a menores de edad a una actividad peligrosa, omitiendo adoptar medidas de seguridad necesarias para evitar los riesgos previsibles que se encontraban ínsitos en la actividad. Aún cuando esta labor sería desempeñada por fuera de las instalaciones del colegio, los menores se encontraban bajo la guarda de los funcionarios del plantel educativo, más aún cuando ejecutaban órdenes del rector, impartidas en horas escolares.

18.1 No obstante, aun sin considerar la naturaleza de la actividad para la cual fueron enviados los menores, resulta importante anotar que se les ordenó la salida del colegio, sin supervisión, medida de seguridad, o protección alguna. Por tanto, no es posible deducir, ni tampoco fue probada una causa exonerativa de responsabilidad. 

18.2 Adicionalmente, la confianza que rige las relaciones docente–alumno, se encuentra acentuada en el presente asunto por cuanto existe una relación de subordinación mucho más marcada por tratarse del director del establecimiento educativo. En consecuencia, era esperable que los alumnos acataran sus órdenes, aun cuando estas parecían peligrosas o desacordes con su edad. Por esto, si bien, de acuerdo con los documentos en los cuales consta la declaración de varios testigos, los miembros del personal que ejercían las funciones de mantenimiento de la motobomba advirtieron a los menores que la labor no parecía acorde con su corta edad, no puede trasladarse la obligación de cuidado del colegio a terceros, siendo además esperable que los alumnos acataran las órdenes del rector. No podría deducirse, entonces, un hecho de la víctima ya que no se cumplen los requerimientos exigidos para su configuración, por cuanto, la persistencia de los menores en ejecutar las órdenes del rector del colegio no solo era previsible sino que además no constituyó causa exclusiva del daño
. 

18.3 En consecuencia, la falta de previsión del director del colegio frente a los posibles riesgos que corrían los menores, sólo con salir del plantel, desprotegidos y sin supervisión alguna, permite inferir el incumplimiento del deber objetivo de cuidado que corresponde a toda institución educativa frente a sus alumnos, y por ende la falla del servicio imputable a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, la cual tenía en su cabeza la obligación legal y constitucional de vigilar que la escuela Internado Tres Matas garantizara efectivamente la integridad y la vida de los alumnos. 

19 En relación con el nexo de causalidad, se concluye que de acuerdo con lo probado en el proceso, existe una relación directa entre la falla del servicio y el daño, por cuanto este se derivó de una actividad desempeñada por fuera del establecimiento educativo y en el ejercicio de funciones encomendadas por el docente Henry Mendoza, quien incumplió la obligación legal y constitucional de cuidar y guardar adecuadamente a los menores.

V. Liquidación de perjuicios
20 Está acreditado que la muerte de los menores causó daños morales a los demandantes, quienes demostraron el parentesco que los unía con la víctima.
20.1 Así, la señora Guillermina Vargas demostró ser la madre de la víctima y de los hermanos, según consta en el registro civil de nacimiento de James Ortegón, aportado en copia auténtica (f. 7, c. 1, exp 20544), y en copias auténticas de certificaciones expedidas por el corregidor departamental, que demuestra que en los registros civiles de nacimiento que se llevan en ese despacho, se encuentran inscritos los nacimientos de Yirley Esperanza Ortegón Vargas, Yenni Consuelo Ortegón Vargas, Huver Yovani Ortegón Vargas, Dumar Arbey Ortegón Vargas, hermanos del occiso (f. 3-6, c. 1, exp. 20544).

20.2 Por otro lado, la señora Ana Rita Rodríguez demostró ser la madre de Israel Ruíz Rodríguez, según consta en el registro civil de defunción del menor Israel Ruíz Rodríguez, aportado en original, donde se certifica que los nombres de los padres son Luis Humberto Ruíz y Ana Rita Rodríguez (f. 7, c. 1, exp. 17497). Por tanto, puede afirmarse que se encuentra demostrado el parentesco entre el occiso y los menores Robinson Ruíz Rodríguez, Leydi Viviana Ruíz Rodríguez, Octavio Ruíz Rodríguez, Yenith Ruíz Rodríguez, Alfonso Ruíz Rodríguez, de quienes obran registros civiles de nacimiento, aportados en original al expediente y mediante los cuales se acredita que son hijos de la demandante (f. 2-6, c 1, exp. 17497).
20.3 Comoquiera que no se acreditó la calidad de Maria Elsy Vargas, Arnulfo Vargas, Juan Ruíz Rodríguez y Orlando Ruíz Rodríguez, su posible parentesco con la víctima, ni el posible perjuicio causado por la muerte de los menores, no le es posible a la Sala pronunciarse sobre su situación.

21 Antes de fijar el valor correspondiente a los perjuicios morales, la Sala advierte que a pesar de que las pretensiones de la demanda se definen en gramos oro, la condena se proferirá en el valor equivalente a salarios mínimos legales. Esto último por cuanto la Sala abandonó el sistema de cálculo de los perjuicios morales con base en el patrón gramo de oro, para acoger en su lugar la indemnización de los mismos en salarios mínimos legales
.

22 Al haberse demostrado el parentesco en el primer y segundo grados de consanguinidad entre las víctimas y los demandantes y, en aplicación de las reglas de la experiencia, se puede inferir el dolor moral que éstos sufrieron con la muerte de los menores. De manera que, por concepto de perjuicios morales ocasionados por la muerte del menor James Ortegón Vargas habrá lugar (i) al pago de cien (100) salarios mensuales legales mínimos vigentes (SMLMV) a favor de Guillermina Vargas y (ii) al pago de cincuenta (50) salarios mensuales legales mínimos vigentes (SMLMV) a favor de cada uno de los hermanos de la víctima: Huver Yovany, Yirley Esperanza, Yenny Consuelo, Dumar Arbey Ortegón Vargas; de otro lado, por concepto de perjuicios morales causados por la muerte del menor Israel Ruíz Rodríguez habrá lugar (iii) al pago de cien (100) salarios mensuales legales mínimos vigentes (SMLMV) a favor de Ana Rita Rodríguez y (iv) al pago de cincuenta (50) salarios mensuales legales mínimos vigentes (SMLMV) a favor de cada uno de los hermanos de la víctima: Robinson, Leydi Viviana, Octavio, Yenith, Alfonso Ruíz Rodríguez.

VI. Costas
23. En atención a que para el momento en el cual se dicta este fallo la Ley 446 de 1998, en su artículo 55, indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en el sub lite ninguna de aquellas actuó de esa forma, no habrá lugar a su imposición.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR las sentencias del 24 de agosto de 1999 y del 20 de febrero de 2001 proferidas por el Tribunal Administrativo del Meta y, en su lugar, se dispone:

PRIMERO: DECLARAR patrimonialmente responsable a la Nación – Ministerio de Educación Nacional por la muerte de los menores Israel Ruíz Rodríguez y James Ortegón Vargas, ocurridas el 14 de abril de 1994 en el municipio Puerto Carreño del departamento del Vichada.
SEGUNDO: En consecuencia, CONDENAR a la Nación – Ministerio de Educación Nacional a pagar, por concepto de perjuicios morales, las siguientes sumas de dinero: Cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes para la demandante Guillermina Vargas. Cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes para cada uno de los siguientes demandantes: Huver Yovany, Yirley Esperanza, Yenny Consuelo, Dumar Arbey Ortegón Vargas. Cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes para la demandante Ana Rita Rodríguez. Cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes para cada uno de los siguientes demandantes: Robinson, Leydi Viviana, Octavio, Yenith, Alfonso Ruíz Rodríguez.
TERCERO: Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
CUARTO: Expedir por Secretaría, copias con destino a las partes, las cuales se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado judicial.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE
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Danilo Rojas Betancourth

Presidente
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Stella Conto Díaz del Castillo
� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de mayo de 2010, radicación número: 25000-23-26-000-1995-01405-01 (18950) C. P. Mauricio Fajardo Gomez. 


� La Corte Constitucional, en sentencia C-024 de 1994, con ponencia de Alejandro Martínez Caballero definió la Policía Judicial de la siguiente forma: “la noción de Policía Judicial es el conjunto de autoridades que colaboran con los funcionarios judiciales en la investigación de los delitos y en la captura de los delincuente”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia de 9 de marzo de 2011, expediente 18010, C.P. (E) Gladys Agudelo Ordoñez. 


� Ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de febrero 21 de 2002, expediente 12789, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez y sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente: 17542, C.P. Mauricio Fajardo Gomez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 22 de julio de 2009, exp. n.° 18005, C.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 18 de febrero 2010, exp. n.° 17542, C.P. Mauricio Fajardo Gomez.


� Ley 43 de 1975, artículo 1°: “La educación primaria y secundaria oficiales serán un servicio público a cargo de la Nación. En consecuencia, los gastos que ocasione y que hoy sufragan los departamentos, intendencias, comisarías, el Distrito Especial de Bogotá y los municipios, serán de cuenta de la Nación, en los términos de la presente Ley”.


� Constitución Política, artículo 356: “Salvo lo dispuesto por la Constitución, la ley, a iniciativa del Gobierno, fijará los servicios a cargo de la nación y de las entidades territoriales. Determinará, así mismo, el situado fiscal, esto es, el porcentaje de los ingresos corrientes de la Nación que será cedido a los departamentos, el distrito capital y los distritos especiales de Cartagena y Santa Marta, para la atención directa, o a través de los municipios, de los servicios que se les asignen. Los recursos del situado fiscal se destinarán a financiar la educación preescolar, primaria, secundaria y media, y la salud, en los niveles que la ley señale, con especial atención a los niños. El situado fiscal aumentará anualmente hasta llegar a un porcentaje de los ingresos corrientes de la Nación que permita atender adecuadamente los servicios para los cuales está destinado. Con este fin, se incorporarán a él la retención del impuesto a las ventas y todos los demás recursos que la Nación transfiere directamente para cubrir gastos en los citados niveles de educación. La ley fijará los plazos para la cesión de estos ingresos y el traslado de las correspondientes obligaciones, establecerá las condiciones en que cada departamento asumirá la atención de los mencionados servicios y podrá autorizar a los municipios para prestarlos directamente en forma individual o asociada. No se podrán descentralizar responsabilidades sin la previa asignación de los recursos fiscales suficientes para atenderlas. 


Un quince por ciento del situado fiscal se distribuirá por partes iguales entre los departamentos, el Distrito Capital y los Distritos de Cartagena y Santa Marta. El resto se asignará en proporción al número de usuarios actuales y potenciales de los servicios mencionados, teniendo en cuenta, además, el esfuerzo fiscal ponderado y la eficiencia administrativa de la respectiva entidad territorial. Cada cinco años la ley a iniciativa de los miembros del Congreso, podrá revisar estos porcentajes de distribución”. 


� Ley 60 de 1993, artículo 15: “Los departamentos y distritos que acrediten el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0060_1993.html" \l "14" \t "_blank" �14�, en el transcurso de cuatro años, contados a partir de la vigencia de esta ley, recibirán mediante acta suscrita para el efecto, los bienes, el personal, y los establecimientos que les permitirán cumplir con las funciones y las obligaciones recibidas. En dicha acta deberán definirse los términos y los actos administrativos requeridos para el cumplimiento de los compromisos y obligaciones a cargo de la nación y las entidades territoriales respectivas. Mientras las entidades territoriales no satisfagan los requisitos previstos en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0060_1993.html" \l "14" \t "_blank" �14�, y conforme al principio de subsidiariedad, la administración de los recursos del situado fiscal se realizará con la intervención técnica y administrativa de la Nación por intermedio del respectivo Ministerio, en los Fondos Educativos Regionales para el caso de Educación. En el caso de Salud, a través de las modalidades y mecanismos existentes, u otros mecanismos que el Ministerio de Salud establezca, ya sea directamente o mediante contratos con otras personas jurídicas. Igualmente, en este evento el Gobierno determinará las condiciones y los términos en los cuales se prestarán los respectivos servicios con cargo al situado fiscal. El Gobierno Nacional reglamentará los procedimientos y de más formalidades necesarias para obtener la certificación del cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 14 de la presente ley”.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección  A, sentencia de 18 de octubre de 2001, radicación número: 17001-23-31-000-1997-0053-01(805-01), C.P. Ana Margarita Olaya Forero.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección  A, sentencia de 18 de octubre de 2001, ibídem.


� Artículo 2347 del Código Civil: “Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar el daño, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado (…). Así los directores de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos mientras están bajo su cuidado, y los artesanos y empresarios, del hecho de sus aprendices o dependientes, en el mismo caso”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de septiembre de 2004, expediente 14.869, C.P.: Nora Cecilia Gómez Molina.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 23 de junio de dos mil diez 2010, radicación número: 76001-23-24-000-1996-02897-01(18468); C.P. Mauricio Fajardo Gómez.  


� Ibídem.  


� Al respecto en la sentencia de 30 de julio de 2008, proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente 17066, C. P. Ramiro Saavedra Becerra, se señaló lo siguiente: “El hecho de la víctima, como causa extraña y exclusiva del daño, impone la prueba de que se trató de un acontecimiento que le era imprevisible e irresistible a quien lo invoca, en el entendido de que cuando el suceso es previsible o resistible para él, se revela una falla del servicio, como quiera que teniendo el deber de precaución y de protección derivado de la creación del riesgo, no previno o resistió el suceso pudiendo hacerlo”. 





� Consejo de Estado, sección tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646, C.P. Alier Hernández Henríquez.





